
 

 

DECLARACIÓN DE BUENOS AIRES (2012) 

Sobre la actuación de los jueces y poderes judiciales iberoamericanos con respecto a la 
información, la participación pública y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente 

 

CONSIDERANDO el principio 19 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente 
(1972), en el que se establece que todos debemos contribuir a la educación en cuestiones 
ambientales con objeto de generar una opinión pública bien informada y guiar una conducta 
de los individuos, de las empresas y de las colectividades inspirada en el sentido de su 
responsabilidad en cuanto a la protección y mejoramiento del medio ambiente; 

CONSIDERANDO el principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo (1992), en el que se establece la necesidad de exigir a los poderes públicos que la 
ciudadanía tenga acceso a la información, pueda participar en los procesos de adopción de 
decisiones y tenga acceso a la justicia en materia de medio ambiente; 

CONSIDERANDO lo dispuesto en el Convenio de Aarhus (1998), que contribuye al Derecho 
internacional del medio ambiente al proponer reglas claras y democráticas sobre el acceso a 
la información, sobre la participación pública en procesos de toma de decisiones y sobre el 
acceso a la justicia en materia ambiental;  

CONSIDERANDO el principio 13 de la Carta de la Tierra (2002), que fortalece las instituciones 
democráticas y exige, en materia de medio ambiente, una participación inclusiva en la toma 
de decisiones, acceso a la justicia, transparencia y rendimiento de cuentas en la 
gobernabilidad; 

CONSIDERANDO que un medio ambiente saludable es esencial para el bienestar de los 
individuos, el cumplimiento de los derechos humanos fundamentales y la protección de la 
vida en sus diversas manifestaciones; 

CONSIDERANDO que las personas tienen el derecho a vivir en un ambiente propicio para su 
salud y el deber de proteger el ambiente en favor de la vida y en beneficio de las 
generaciones presentes y futuras; 

CONSIDERANDO que la ciudadanía, a fin de poder ejercer dicho derecho y de poder cumplir 
con dicho deber, ha de tener acceso a la información, poder participar en el proceso de 
toma de decisiones y tener acceso a la justicia; 

CONSIDERANDO que los países deben aspirar a: (a) preservar, proteger y mejorar la calidad 
del medio ambiente y el desarrollo sostenible; (b) proteger la salud de los seres humanos y 
de la vida en sus diversas formas y manifestaciones, incentivando y buscando formas 
alternativas de agricultura y de producción de alimentos de un modo orgánico, ecológico y 
sostenible; (c) utilizar los recursos naturales de una forma prudente y racional, mediante un 
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desarrollo sostenible y un respeto mutuo; (d) fomentar medidas destinadas a hacer frente a 
problemas medioambientales a escala regional y mundial; 

CONSIDERANDO que la ciudadanía, la sociedad, los gobernantes y las autoridades públicas 
deben actuar de forma conjunta para superar problemas y vencer las amenazas que puedan 
poner en peligro el medio ambiente; 

CONSIDERANDO que los jueces deben tener sensibilidad y creatividad para hacer frente a 
cuestiones complejas y encontrar soluciones adecuadas a aquellos problemas que puedan 
perjudicar el medio ambiente, impedir el desarrollo sostenible o causar daños innecesarios a 
las otras formas de vida o a los intereses de las generaciones presentes y futuras, 

 

Acordamos y declaramos lo siguiente: 

INTRODUCCIÓN 

Es importante que los jueces y órganos jurisdiccionales permanezcan atentos y que, 
en el marco de sus atribuciones, velen por los derechos de acceso a la información, de 
participación de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones y de acceso a la justicia 
en materia de medio ambiente con arreglo a los términos recogidos en el Principio 10 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (1992). 

INFORMACIÓN Y TRANSPARENCIA EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE 

 Es importante que el juez y las partes tengan acceso a una información ambiental 
verdadera, eficaz y real para que se dicten sentencias justas y efectivas en materia de medio 
ambiente. 

Es importante que los jueces velen para que la ciudadanía y la sociedad tengan 
acceso a la información ambiental que precisen o soliciten, incluyendo la información en 
poder de los órganos jurisdiccionales. 

Es importante que los jueces tengan en cuenta cuán significativa puede ser su 
contribución, como agentes públicos, a la educación ambiental y a la sensibilización de la 
opinión pública en materia de protección del medio ambiente. 

Es importante que los órganos jurisdiccionales utilicen medios idóneos y eficientes 
para transmitir a todos la información ambiental relevante, para informar a la sociedad 
sobre su actuación en materia de medio ambiente y para esclarecer al público cuestiones 
ambientales decididas en el ámbito judicial. 

Es importante que los jueces tengan un amplio acceso a toda la información 
ambiental que obre en poder de las partes, de terceros y de órganos públicos, incluso 
cuando dicha información sea confidencial. 

 PARTICIPACIÓN PÚBLICA EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE 
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Es importante que, siempre que sea posible, los órganos jurisdiccionales adopten 
políticas de gestión ambiental e incentiven medidas para un uso racional y sostenible de sus 
recursos. 

Es importante que los órganos jurisdiccionales consideren sus responsabilidades 
socioambientales en sus planificaciones estratégicas, incluyendo: (a) la adopción de las 
medidas de protección del medio ambiente que sean posibles o necesarias; (b) la exigencia 
de una responsabilidad ambiental a los jueces y funcionarios en el desempeño de sus 
obligaciones; y (c) la preferencia de prácticas que combatan el desperdicio de recursos 
naturales, incentiven la sostenibilidad y eviten daños al medio ambiente. 

Es importante que los mecanismos procesales de cada país aseguren una amplia 
participación de la ciudadanía y de la sociedad en acciones judiciales que guarden relación 
con el medio ambiente. 

Es importante que el juez de la causa o tribunal competente, siempre que lo estime 
necesario o conveniente, realice audiencias públicas para esclarecer cuestiones relevantes 
para el juicio de acciones ambientales, en las que conozca la opinión de la sociedad y recabe 
declaraciones técnicas de especialistas sobre aspectos relevantes a la hora de dictar 
sentencia. 

Es importante que, respetando su imparcialidad e independencia, el juez comparta la 
experiencia acumulada en el trato cotidiano con procesos y problemas ambientales, 
manteniendo contactos institucionales y cooperando con órganos públicos, agentes sociales, 
asociaciones económicas o profesionales, organizaciones no gubernamentales y la 
comunidad científica y académica, en beneficio de la mejora de la prestación jurisdiccional, 
de la aplicación eficiente de la legislación ambiental y de la divulgación de iniciativas de 
educación ambiental y de protección del medio ambiente. 

ACCESO A LA JUSTICIA EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE 

Es importante que todos los jueces, aunque no juzguen directamente acciones 
ambientales, tengan conocimientos de educación ambiental y dispongan de formación 
apropiada para desempeñar el cargo conforme a los principios de sostenibilidad y a una 
utilización racional de los recursos materiales a su alcance. 

Es importante que los jueces con competencia específica para juzgar acciones 
ambientales disfruten de la oportunidad de desarrollar la creatividad y la sensibilidad 
necesarias para dirigir y juzgar dichas acciones, recibiendo a tal efecto una formación 
multidisciplinar y actualizándose constantemente en áreas relevantes para juzgar tales 
acciones ambientales, entre las que se incluyan conocimientos no jurídicos (sociología, 
economía, ecología, antropología, filosofía).  

Es importante que los órganos jurisdiccionales utilicen medidas de racionalización y 
agilización de la prestación jurisdiccional en materia de medio ambiente, incluyendo, entre 
otras: (a) una distribución de competencias adecuada o una especialización en materia de 
acciones relativas al medio ambiente; (b) una oferta de cursos para la formación y 
actualización de los jueces en materia de medio ambiente y áreas afines; (c) el 
establecimiento de un cuerpo de peritos especializados y de auxiliares cualificados que 
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actúen en cuestiones relacionadas con el medio ambiente; (d) una educación ambiental 
constante de los jueces y funcionarios de justicia, que los sensibilice sobre la relevancia de la 
protección ambiental y el importante papel que desempeña el juez; (e) el fomento de la 
conciliación y otras formas alternativas para la resolución de conflictos en materia de medio 
ambiente; (f) la creación de bancos de buenas prácticas y el intercambio de experiencias en 
materia de jurisdicción y acciones ambientales. 

Es importante que cada país, según sus particularidades y su sistema procesal, 
garantice a los jueces mecanismos procesales ágiles y adecuados en materia de medio 
ambiente para, por lo menos: (a) asegurar un amplio acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente; (b) proteger también derechos o intereses de carácter transindividual, general y 
colectivo; (c) defender, prevenir y proteger a la sociedad frente a riesgos ambientales, 
incluyendo una tutela cautelar eficiente y flexible; (d) en la medida de lo posible y dentro de 
lo razonable, evitar que se produzcan o agraven los daños ambientales; (e) en los casos en 
que tales daños no puedan evitarse, asegurar una compensación integral por los perjuicios 
causados de forma directa o indirecta, preferentemente recuperando los ambientes y 
ecosistemas afectados; (f) llegado el caso, asegurar una actuación del juez rápida, eficiente y 
que rebase los límites locales de su jurisdicción. 

Es importante que los jueces disfruten de la posibilidad de anticipar y garantizar la 
eficacia de sus decisiones cuando exista una situación de emergencia justificada o el riesgo 
de que se produzcan daños ambientales graves, irreparables o de difícil resolución. 

 Es importante que, en los casos en que no haya sido posible impedir o evitar los 
daños causados, exista un sistema apropiado de responsabilidad civil en materia de medio 
ambiente, capaz de asegurar una compensación integral por los daños causados y una 
restitución completa a todas las partes interesadas de los perjuicios sufridos. 

Es importante que, en los casos de una conciliación judicial o extrajudicial en materia 
de medio ambiente, existan mecanismos que: (a) protejan los intereses ambientales de 
carácter general y colectivo en cuestión; (b) preserven la indisponibilidad del bien jurídico 
colectivo; y (c) permitan que el juez controle los términos del acuerdo para no contradecir el 
Derecho vigente ni el interés público. 

Es importante que el juez local cuente con los mecanismos que le permitan, cuando 
ello sea necesario, comunicar sus actos y hacer cumplir sus decisiones más allá de los límites 
territoriales de su competencia, con rapidez y eficiencia, dado que los problemas 
ambientales no conocen fronteras políticas ni respetan competencias territoriales.  

SEGUIMIENTO 

 Las cuestiones ambientales son relevantes y su discusión es imprescindible en el 
ámbito social, gubernamental y no gubernamental, puesto que: (a) son fundamentales para 
las generaciones presentes y futuras; (b) interesan a la sociedad y a la ciudadanía, que, cada 
vez más, exigen una actuación creativa y soluciones eficientes en la gestión administrativa y 
en la prestación jurisdiccional en materia de medio ambiente por parte de jueces y 
tribunales; (c) entrañan cuestiones complejas y a menudo polémicas, que exigen una 
sensibilidad y un esfuerzo creativo por parte de los jueces con miras a alcanzar la mejor 
solución posible, aplicar la legislación ambiental y lograr una justicia ambiental; (d) son 
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seguidas por la ciudadanía y observadas con interés por la opinión pública, y contribuyen, 
cuando son gestionadas adecuadamente, a aumentar la confianza y la credibilidad de los 
ciudadanos y ciudadanas con relación a los servicios jurisdiccionales y a los órganos 
jurisdiccionales. 

 Estas razones justifican la creación de un espacio permanente en el ámbito judicial 
iberoamericano para abordar temas vinculados con el Derecho ambiental y la actuación de 
los órganos jurisdiccionales, donde se debatirán problemas, se divulgarán iniciativas y se 
compartirán experiencias relacionadas con la actuación judicial en materia de medio 
ambiente en el marco de los países iberoamericanos. 


